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Correa De la Cerda, Sergio

Cristi Marfil, María Angélica

Chadwick Piñera, Andrés
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-Asistieron, además, el Ministro del Trabajo y

Previsión Social, señor Jorge Arrate, y el Senador señor

Eugenio Cantuarias.

 

 

II. APERTURA DE LA SESIÓN

 

-Se abrió la sesión a las 11.05 horas.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En el nombre de Dios y

de la Patria, se abre la sesión.

 

 

III. ACTAS

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- El acta de la sesión

33ª se declara aprobada.

El acta de la sesión 34ª queda a disposición de los

señores Diputados.

 

 

IV. CUENTA

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Se va a dar a dar

lectura a la Cuenta.

 

-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental) da

lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.

 

ACUERDO PARA RENDIR HOMENAJE.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Los Comités

parlamentarios han acordado rendir homenaje al ex Diputado

señor Fernando Vargas, el próximo 9 de octubre,

inmediatamente después de la Cuenta.

 

REMISIÓN A COMISIÓN DE PROYECTO DE ACUERDO RATIFICATORIO DE

CONVENIOS ADOPTADOS EN LA CONFERENCIA GENERAL DE LA

ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En la sesión 32ª de la

reciente legislatura ordinaria, el Diputado señor Ribera

planteó la conveniencia de efectuar votación separada en el

proyecto de acuerdo relativo a diversos convenios adoptados

en la Conferencia General de la Organización del Trabajo,

signado con el Nº 5 del Orden del Día de la sesión de hoy.

La Mesa, después de estudiar la situación, estima que,

desde el punto de vista de la forma, dicho procedimiento no

corresponde, por cuanto la Constitución establece que el

Presidente de la República es quien conduce las relaciones

exteriores del país, y el Ejecutivo ha presentado un solo

texto aprobatorio. No obstante esa conclusión y después de

conversar con el Ministro del Trabajo -quien ha concordado

en el fondo del asunto: esto es, que se trata de convenios

diferentes-, la Mesa y los Comités han resuelto que el

proyecto vuelva a la Comisión para que el Gobierno

desagregue los convenios en distintos proyectos de acuerdo

que serán sometidos a votación separadamente.

Tiene la palabra el Diputado señor Ribera.

 

El señor RIBERA.- Señor Presidente, quiero dejar

constancia de lo siguiente:

El tema de fondo radica en si el Presidente de la

República puede englobar en un proyecto de acuerdo diversos

tratados internacionales, incluso sin vinculación entre sí,

y por la obligatoriedad de votarlos todos en conjunto, no

obstante que por ejemplo, respecto de algunos en que haya

mayoría y de otros en que no la haya, pueda buscar o

imponer en el Congreso un acuerdo global.

Cuando la Constitución habla de aprobar o de rechazar

los tratados internacionales, se refiere a tratados

internacionales individualmente considerados. Sin embargo,

entiendo que a veces las negociaciones internacionales se

realizan en conjunto y, por tanto, el hecho de que el

Presidente de la República remita más de un tratado en un

mismo proyecto de acuerdo puede que tenga su origen en las

compensaciones internacionales.

No existe problema de fondo en los convenios de la

OIT, pero puede surgir respecto de otros temas. Por eso,

quiero dejar constancia de que mantengo mi postura de que

los tratados tienen que ser votados en forma individual.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, le

reitero que la opinión de la Mesa es que el Presidente de

la República tiene facultad de vincular los tratados y de

mandarlos así al Parlamento. Nosotros podremos opinar si es

positivo o negativo, pero ésa es su facultad.

Ahora, el señor Ministro me ha expresado que no es su

ánimo proceder a esa vinculación. Por tanto, el proyecto

vuelve a Comisión para segundo informe, donde posiblemente

será desglosado.

 

 

V. ORDEN DEL DÍA

 

ACUSACIÓN CONSTITUCIONAL CONTRA MINISTROS DE LA CORTE

SUPREMA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- A continuación,

corresponde ocuparse de la acusación constitucional

deducida por once señores Diputados en contra de los

ministros de la Excelentísima Corte Suprema señores

Eleodoro Ortiz Sepúlveda, Enrique Zurita Camps, Guillermo

Navas Bustamante y Hernán Álvarez García.

 

Antecedentes:

-Informe de la acusación constitucional. Documentos de

la Cuenta Nº 8, de esta sesión.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En conformidad con el

derecho que les otorga el artículo 43 de la Ley Orgánica

Constitucional del Congreso Nacional, los acusados han

deducido por escrito cuestión previa de que la acusación

constitucional no cumple con los requisitos que la

Constitución Política de la República establece.

El señor Secretario va a dar lectura al escrito

respectivo, en atención a que los acusados no se encuentran

presentes.

Tiene la palabra el señor Secretario.

 

-El señor Secretario da lectura a la parte pertinente

del informe emitido sobre la acusación constitucional, el

que figura en el

N° 8 de los Documentos de la Cuenta, de esta sesión.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- A continuación,

intervendrán los integrantes de la Comisión que estudió la

acusación constitucional.

Tiene la palabra el Diputado señor Ribera.

 

El señor RIBERA.- Señor Presidente, el artículo 43 de

la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional señala

que antes de que la Cámara resuelva la cuestión previa,

deben ser oídos los Diputados que integran la Comisión

encargada de informar a la Honorable Corporación de la

acusación formulada.

En particular, la cuestión previa deducida por los

cuatro ministros de la Excelentísima Corte Suprema procede,

al no haberse reunido todos los requisitos exigidos por la

Constitución para formular la acusación, que se refiere, en

forma clara y flagrante, a facultades privativas del Poder

Judicial establecidas en el artículo 73 de la Constitución

Política. El día que la Cámara de Diputados revise los

fallos y destituya a los ministros que los dictan, en ese

mismo momento se acabará en Chile el estado de derecho y

los abogados vendrán a esta Corporación a promover un mejor

resultado de sus juicios.

Con anterioridad, la cuestión previa se planteaba ante

el Honorable Senado, materia regulada en el artículo 177

del antiguo Reglamento de dicha Corporación. El objetivo de

la cuestión previa era ahorrar un largo trámite; se basaba,

por tanto, en el principio de economía procesal. La ley

orgánica constitucional del Congreso Nacional tomó esta

institución del Senado y la llevó a su artículo 43.

En la Comisión se planteó qué hacer con la cuestión

previa deducida por los señores ministros. La ley orgánica

señala que la cuestión previa debe plantearse antes de

iniciarse el debate, de palabra o por escrito. La Comisión

sostuvo que la cuestión previa fue formulada en tiempo y

forma: por escrito y entre la notificación y el debate.

Esto significa que la cuestión previa también puede

plantearse en el mismo documento de contestación. La

Comisión acordó tenerla presentada para ante la Sala,

informar su contenido en el informe respectivo, pero no

opinar sobre su procedencia, dejando esta materia a la

opinión individual de los señores Diputados.

¿Qué requisitos deben reunir las acusaciones

constitucionales en contra de los ministros de la Corte

Suprema y dar así cumplimiento a lo que alude el artículo

43 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional?

En primer lugar, que sea interpuesta por no menos de

diez ni más de veinte señores Diputados.

En segundo lugar, que el afectado esté en funciones o

en los tres meses posteriores a la expiración en su cargo.

En tercer lugar, que se refiera a los magistrados de

los tribunales superiores de justicia.

En cuarto lugar, que sea interpuesta en la Cámara de

Diputados y, por último, que la causal invocada sea notable

abandono de deberes.

Éste es un tema que ya ha sido discutido. En la sesión

3ª del Senado, del 11 de julio de 1969, se debatió

largamente esta materia, y los senadores de ese entonces,

señores Francisco Bulnes Sanfuentes y Patricio Aylwin,

señalaron que, principalmente, se trataba del cumplimiento

de requisitos formales.

Decía el senador señor Bulnes Sanfuentes: "El que los

hechos que se invocan constituyan o no constituyan causal,

den lugar o no den lugar a la acusación, es una cuestión de

fondo." Esto lo traigo a colación, porque el tema nos

preocupa no sólo en términos de resolver un caso particular

y concreto, sino en términos de no inhibir, a futuro, que

la Cámara de Diputados pueda conocer de las acusaciones

constitucionales.

Si el concepto de cuestión previa lo extendemos en

forma ilimitada, en la mayoría de los casos estaremos

circunscribiendo el tema de fondo a una cuestión previa,

que se resuelve exclusivamente oyendo a los cinco Diputados

miembros de la Comisión informante. Por lo tanto, debemos

procurar ser extremadamente restrictivos con lo que debe

entenderse por cuestión previa y por requisitos

establecidos en la Constitución.

Hasta 1973, los requisitos para el juicio político a

los magistrados de los tribunales superiores de justicia,

sólo podían ser formales, a los que aludí antes y a los que

también se refiere la respuesta de los señores ministros.

La Constitución de 1980 introdujo el artículo 73, cuyo

inciso primero, frase segunda, es muy clarificatorio

respecto de la competencia privativa del Poder Judicial y a

la prohibición expresa que recae sobre el Presidente de la

República y el Congreso Nacional.

Dicho artículo señala: "La facultad de conocer de las

causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer

ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los

tribunales establecidos por la ley."

Luego, en términos negativos y refiriéndose a otros

órganos del Estado, expresa: "Ni el Presidente de la

República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer

funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar

los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer

revivir procesos fenecidos."

Para el buen funcionamiento del estado de derecho, es

fundamental que los diversos órganos del Estado respeten

los ámbitos constitucionales en los que deben actuar. De

ahí que el constituyente señalara expresamente en el

artículo 6º: "Los órganos del Estado deben someter su

acción a la Constitución y a las normas dictadas conforme a

ella."; y en el inciso primero del artículo 7º que "Los

órganos del Estado actúan válidamente previa investidura

regular de sus integrantes, dentro de su competencia y en

la forma que prescriba la ley."

La Constitución de 1980 conservó la tradicional

separación de las funciones del Poder, garantizándoles al

Ejecutivo, Legislativo y Judicial la autonomía necesaria

para ejercer sus atribuciones dentro de su competencia y

sin interferencia de otras funciones.

Al referirse a esta materia, la Corte Suprema, en

1965, señaló: "Esta división de poderes o, más bien, de

acuerdo con el concepto moderno, separación o división de

funciones es el fundamento en que descansa la libertad y

las garantías y derechos individuales, y ella no es

absoluta, pero sí de tal naturaleza, que cada uno de los

otros poderes no interfiera ni suspenda las decisiones, que

son propias y privativas del otro."

Del artículo 7º de la Constitución se colige que el

acto emanado de un órgano del Estado, legalmente investido

en la forma prescrita por la ley y dentro de su

competencia, es válido. De ahí que tengamos que referirnos

nuevamente al artículo 73 de la Carta Fundamental, que fija

el ámbito de competencia del Poder Judicial: primero, en

términos positivos y, luego, en términos negativos,

restringe el actuar de otras funciones del poder dentro de

dicho ámbito.

Los Diputados acusadores han fundamentado su acusación

"Por notable abandono de sus deberes producido al ignorar

antecedentes probados en el proceso y normas jurídicas

vigentes en Chile con el fin de decretar y confirmar el

sobreseimiento definitivo de la causa por el homicidio de

don Carmelo Soria Espinoza, demostrando grave falta de

imparcialidad y denegación del derecho de justicia." El

tema de fondo presente, permanentemente, en toda la

discusión fue el de la rendición de la prueba y de su

valoración en el proceso, respecto de si don Carmelo Soria

había investido o no la calidad de funcionario superior

permanente de la Cepal, elemento consustancial a la labor

judicial y que corresponde, innegablemente, a la

competencia exclusiva de los tribunales establecidos por la

ley.

Por lo tanto, mal puede la Honorable Cámara de

Diputados considerar que un elemento como el indicado puede

subsumirse en el notable abandono de los deberes sin

arrogarse la revisión de los fundamentos o contenidos de

las resoluciones judiciales, materia que le está

expresamente vedada en virtud del inciso primero del

artículo 73 de la Carta Fundamental.

Como segunda causal los acusadores plantean que los

ministros habrían incurrido en notable abandono de sus

deberes al sustraerse de las obligaciones que les cabían de

tutelar la responsabilidad internacional del Estado chileno

envuelta en el caso.

Al respecto, es al Presidente de la República, como

Jefe del Estado, a quien le compete conducir las relaciones

exteriores de la República, requiriéndose la participación

de la Cámara de Diputados y del Senado cuando se trata de

aprobar o rechazar los tratados internacionales.

Sin embargo, constituiría una situación preocupante y

contraria a la más mínima norma de justicia e igualdad que

implicancias políticas internacionales fueran consideradas

por los tribunales al momento de hacer justicia. Ello

conduciría, en innumerables oportunidades, no a hacer

justicia, sino que a imponer, quizás, la razón de Estado

por sobre los derechos de los litigantes. Las personas

tienen derecho a que sólo se considere en el proceso los

hechos invocados en él y que estén probados, debiendo el

juez dejar de lado sus apreciaciones filosóficas,

religiosas, políticas y de toda otra índole.

Volviendo a la cuestión previa, quiero señalar que

ésta procede en esencia cuando la acusación planteada no

cumple todos los requisitos establecidos y exigidos por la

Constitución en cada caso. Sin embargo, la duda que se le

planteó a la Comisión era si la cuestión previa englobaba o

no una violación clara y flagrante de alguna disposición

constitucional que prohibía involucrarse en facultades

privativas o en competencias exclusivas a algunos de los

poderes del Estado.

Esta discusión se nos planteó en nuestro fuero interno

y fue conversada por los miembros de la Comisión, porque su

interés -y luego lo señalará cada uno de ellos- no es

ampliar el concepto de cuestión previa en términos tales

que al final cosas de fondo puedan subsumirse en cuestiones

previas y el debate lógico que debe efectuar la Cámara de

Diputados sea obviado a futuro.

Pero, ¿qué hacer cuando una acusación constitucional

invoca como hecho propio de la misma materias tan claras,

tan perceptibles como aquellas que se han invocado y que

dicen relación directa con la función de hacer justicia, de

evaluar la prueba, de dar carácter a un determinado medio

probatorio y al hecho de si se comprobó o no una

determinada circunstancia en el proceso?

Si la Cámara de Diputados se aboca a ese conocimiento,

sin lugar a dudas -lo creo en mi fuero interno- estaríamos

considerando circunstancias que la Carta Fundamental nos

prohíbe expresamente y, además, planteando elementos para

destituir a magistrados, con lo cual, si bien no

modificamos la sentencia invocada para fundamentar la

acusación, estamos generando un efecto aún mayor: modificar

la jurisprudencia, presionar a los magistrados y, en

definitiva, generar un ambiente en virtud del cual los

propios litigantes a futuro recurrirán a esta Corporación

cuando crean que sus derechos no han sido debidamente

considerados por el Poder Judicial.

Nos parece que las causales invocadas son tan claras,

tan manifiestas y es tan notable la percepción de las

mismas en cuanto a que infringen el inciso segundo del

artículo 73 de la Constitución Política, que no cabe sino

acoger el planteamiento de los señores magistrados, en

términos de que estas materias no son aquéllas comprendidas

dentro del notable abandono de deberes y, por tanto, tienen

que ser rechazadas por la Corporación como una cuestión

previa.

Aprovechando esta circunstancia, me referiré

brevemente a dos o tres puntos antes de terminar mi

intervención.

Un hecho consustancial a la discusión jurídica que dio

lugar a la acusación constitucional, fue, sin lugar a

dudas, si la persona asesinada, don Carmelo Soria, investía

una calidad internacional o no, tema al que se referirán

también otros miembros de la Comisión.

Si en su oportunidad, hubiere habido por parte del

Ministerio respectivo mayor claridad y nitidez en el uso

del lenguaje, bien pudieron los abogados litigantes, las

partes interesadas y los propios parlamentarios, haber

extraído consecuencias distintas y evitado prolongar desde

1992 a la fecha, un proceso y, luego, presentar una

acusación constitucional.

La facultad de hacer justicia le pertenece, por

definición, al Poder Judicial.

Por otro lado, todos podemos tener claridad y

compartir el concepto de justicia como tal; pero, a la luz

de un caso concreto, vale decir, al aplicarlo a las

circunstancias particulares, no siempre el resultado de

justicia es compartido.

En definitiva, el concepto es compartido por la

unanimidad, pero la aplicación de justicia despierta

criterios diversos. Pero si algún día nos atribuimos ese

derecho de llevar el concepto de justicia al caso

particular y concreto y deseamos plasmarlo a través de

acusaciones constitucionales, en ese mismo momento,

estaremos desconociendo las facultades privativas del Poder

Judicial, arrogándonos facultades que constitucionalmente

no nos competen. Al que le corresponde interpretar la ley

para el caso particular y concreto, no es a esta

Corporación, sino al Poder Judicial.

Por eso, más allá de las intenciones de los

parlamentarios acusadores, que tienen un criterio de

notable abandono de deberes distinto al mío, no procedía la

acusación ni en la forma ni en el fondo.

Por lo tanto, siendo flagrante la violación al

artículo 73, solicito que la Corporación proceda a rechazar

la acusación constitucional acogiendo la cuestión previa.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Longton.

 

El señor LONGTON.- Señor Presidente, en mi

intervención precisaré un punto esencial: nada puede

atenuar el repudio que merece -y que personalmente siento

de manera muy intensa- el asesinato del señor Soria. No

obstante, lo que discutimos aquí no es la evaluación de ese

hecho inmoral, sino otro orden de bienes públicos: los

principios constitucionales que reglamentan la división de

los poderes y el imperativo constitucional de respetar esa

decisión.

La Comisión, designada por la Cámara de Diputados para

pronunciarse sobre la acusación establecida en contra de

cuatro ministros de la Corte Suprema por su actuación en el

caso Soria, ha debido pronunciarse por una cuestión previa

planteada por esos ministros relacionada con la procedencia

de la acusación.

Y la Comisión se ha pronunciado aceptando el

planteamiento de los ministros, no obstante de que se

trataba de un asunto procesal.

Dada la naturaleza del problema, en las discusiones de

la Comisión, inevitablemente se han abordado problemas

sustantivos y los elementos jurídicos y de principios

envueltos.

En los debates hubo coincidencia o, por lo menos, no

existieron discrepancias sobre dos elementos conceptuales

que fueron consistentemente establecidos. Por una parte, la

noción de "notable abandono de deberes" en que se sustenta

la acusación, debe estar conformada por hechos que

presentan las calidades de delitos: infracción, negligencia

o abandono de obligaciones y abuso de poder, y que no

corresponde cuando se trata de la forma en que los jueces

cumplen su función de aplicar el derecho. Por otra, en

Chile hay una doctrina sobre esta materia, que se ha

estructurado en la extensa historia de las acusaciones

constitucionales que han afectado a miembros de la Corte

Suprema, y que se han fundamentado en la misma causal.

Asimismo, se reconoce la independencia del Poder

Judicial, la separación de poderes establecida en nuestra

Constitución y la prohibición que nuestra Carta Fundamental

impone al Presidente de la República y al Congreso para

revisar el fundamento o contenido de las resoluciones

judiciales.

La tarea de la Comisión especial y de esta Cámara es

decidir si la acusación que se nos ha presentado se

encuentra dentro de estos dos extremos conceptuales. Tengo

la convicción de que no es así, y por eso en la Comisión

apoyé el informe negativo que conoce la Cámara.

El debate de la Comisión fue extremadamente

ilustrativo. Los informes de los especialistas consultados,

la intervención de los miembros de la Comisión, las

consultas y declaraciones de los parlamentarios que tenían

una posición favorable con la acusación, fueron dando

relieve a los problemas sustantivos que estaban envueltos,

a los asuntos que debieron abordar y resolver los

ministros, para concluir que, en su labor, se han limitado

a ejercer sus facultades de jurisdicción y a cumplir con su

obligación de fallar.

Lamentablemente, aún está presente, y cada cierto

tiempo, surge este impulso irresistible que tiene el

socialismo chileno de volver a las viejas prácticas de

denostar y socavar nuestro estado de derecho.

Quiero explicar mi conclusión y referirme a cada uno

de los fundamentos de la acusación:

Los ministros habrían incurrido en notable abandono de

sus deberes por haber resuelto aplicar el decreto ley Nº

2.191, sobre amnistía, por sobre los tratados

internacionales. Esta mención implica, además, que los

acusadores estiman que los ministros han incurrido en

notable abandono de sus deberes por no reconocer rango

constitucional a la Convención sobre Prevención y Castigo

de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas,

inclusive los agentes diplomáticos.

También se censura a los ministros, porque los

acusadores estiman que la ley de amnistía, posterior a la

Convención, debió ser desestimada.

Al ponderar de manera tan simple los hechos, la

acusación olvida y elude que se está incursionando en uno

de los problemas más complejos que tiene el derecho

internacional: la relación que existe entre ese derecho

internacional y el derecho interno, y los conflictos que se

suscitan entre estos dos órdenes legales.

El problema viene desde antiguo y las discusiones aún

no se han agotado. Los partidarios del monismo y del

dualismo del derecho han mantenido una fuerte confrontación

doctrinal, hoy atenuada por una aproximación programática

al tema.

El problema específico del efecto de una ley que

modifica un tratado internacional ha sido abordado por los

tratadistas más calificados del derecho internacional. Max

Sorensen, en su Manual de Derecho Internacional Público,

sostiene esta opinión: "En los Estados en que el Poder

Legislativo es la autoridad suprema, los tribunales tienen

que aplicar la ley que les ha sido establecida, aunque

contradiga el derecho internacional. En otras palabras,

tiene que prevalecer el derecho interno."

Sorensen también explica aún más su pensamiento, al

decir: "El sistema no es diferente en aquellos Estados en

donde se considera que los tratados tienen la fuerza del

derecho interno, puesto que el tratado y la ley están

equiparados. Un tratado nuevo prevalece sobre una ley

anterior. De igual manera, una nueva ley prevalece sobre un

tratado anterior. Ésa es la posición existente en Estados

Unidos, y es lo que ha sido tradicional por mucho tiempo en

Europa occidental."

Por otra parte, el tratadista Charles Rousseau opina:

"Si una norma interna modifica una norma internacional

cualquiera, el Estado responsable puede ser instado a pagar

una indemnización o a dar una satisfacción adecuada, pero

la norma internacionalmente irregular continúa en vigor

hasta su derogación o su modificación por parte del Estado

interesado."

Debo reconocer que en este complejo problema las

legislaciones de España y de Alemania apuntan a una

solución distinta a la de esos tratadistas. No obstante

esas diferencias, ¿podemos ser tan arrogantes e ignorantes

para achacar a nuestros jueces notable abandono de sus

deberes porque coinciden con Sorensen y Rousseau? Reconozco

que en Chile la jurisprudencia ha sido contradictoria, aun

cuando hay la tendencia a favorecer la vigencia de la ley

posterior interna al margen de la responsabilidad

internacional que pueda derivarse por el incumplimiento de

un tratado.

Así, en una sentencia dictada en 1932, en un juicio de

Duncan Fox contra Impuestos Internos, en un conflicto entre

la ley interna y el Tratado de Amistad, Comercio y

Navegación, celebrado entre Chile y Gran Bretaña, la Corte

Suprema admitió que la ley positiva puede prevalecer en el

orden interno y que es deber de la judicatura aplicar la

ley positiva y no el tratado anterior.

En otra oportunidad, en un fallo emitido en un caso en

que un costarricense invocaba los beneficios de un convenio

sobre ejercicio de profesiones liberales, la Corte adoptó

una decisión contraria atribuyendo al tratado un valor

superior a la ley. La decisión que un juez adopte en el

amplio campo de las posibilidades doctrinarias o jurídicas

que se presentan es un ejercicio de su facultad esencial de

su jurisdicción. ¿O se pretende que el poder político le

indique si debe ser monista, dualista, seguir la tesis de

Sorensen o Rousseau o la doctrina española o alemana? Ésa

sería la conducta que estaríamos adoptando si se aceptara

la acusación.

Un segundo elemento en la acusación se refiere a la

omisión en que habrían incurrido por ignorar el artículo

5º, inciso segundo, de la Constitución Política vigente en

nuestro país desde el 17 de agosto de 1989.

Esta acusación específica va acompañada del criterio

de que a través de la reforma constitucional de 1989 se

habrían incorporado, con rango constitucional, los tratados

celebrados por Chile en materia de derechos humanos y de

manera especial la convención sobre la prevención y el

castigo de delitos contra personas internacionalmente

protegidas, inclusive los agentes diplomáticos.

Este razonamiento es el que lleva a los acusadores a

concluir que tal convención debe prevalecer sobre el

decreto ley de amnistía Nº 2.191, y esta afirmación

responde a la pretensión de que la convención habría

adquirido un rango constitucional. Corresponde aquí una

afirmación enfática. Ni la historia de la ley ni su texto

permiten llegar a tal conclusión.

Una norma que incorporara automáticamente y de manera

global los tratados internacionales a la Constitución y les

otorgara tal jerarquía tendría, por consecuencia, un caos

constitucional.

Lo único que cabía -lo hizo la reforma de 1989-, fue

otorgar rango constitucional a los derechos específicos

contemplados en los tratados sobre protección de la persona

humana y no a la globalidad de los tratados. Si se aceptara

tal interpretación, se estaría alterando en su esencia el

Capítulo I de la Constitución, Bases de la

Institucionalidad. Y como los tratados tienen el trámite de

una ley, se introducirían a la Carta modificaciones que, al

margen de los quórum, se han establecido para ello. Lo que

sí tiene rango constitucional es el principio pro reo

consagrado en el artículo 19, Nº 13, inciso séptimo, de la

Carta Fundamental, que favorece a las personas comprendidas

en la ley de amnistía y que los Ministros tendrían la

obligación de aplicar.

La convención invocada no tiene rango constitucional,

sino que, como cualquier tratado en nuestro ordenamiento

constitucional, tiene la jerarquía de una ley.

He querido mencionar de nuevo estos antecedentes para

precisar que las actuaciones de los ministros acusados se

han encuadrado en la competencia que les corresponde:

interpretar el derecho y decidir su aplicación en un caso

específico; esto es, apreciar la jerarquía de un tratado

internacional, evaluar los alcances y el sentido del

artículo 5º.

Creo que los ministros han resuelto acertadamente esa

cuestión, pero, frente a esas decisiones, pudieron

inclusive haber fallado mal. La Constitución les garantiza

el derecho a equivocarse sin incurrir, por ello, en notable

abandono de sus deberes.

Un tercer elemento de la acusación se refiere a que

los ministros habrían ignorado antecedentes probados en el

proceso y, de manera específica, la calidad de funcionario

superior de la planta de Cepal del señor Soria. ¿Puede ser

esto una causal de notable abandono de deberes de los

ministros de la Corte Suprema?

La valoración de la prueba es una materia que

corresponde a la esencia de la actuación de un juez. La

conclusión a que llegue sólo puede ser la consecuencia de

su inteligencia y de su razón individual para apreciar la

prueba. Cualquier interferencia extraña o cualquier sanción

que se le aplique en el ejercicio de su función exclusiva,

representa una grave erosión a la función superior de

administrar justicia.

No obstante lo anterior, fundamental en el caso en

especie, no hay duda de que las actuaciones del Ministerio

de Relaciones Exteriores, que debía probar, no la condición

de funcionario internacional del señor Soria, sino su

condición de funcionario internacional protegido, ha sido

muy poco clara y dubitativa.

Nunca, señor Presidente, dijo el Ministerio que el

señor Soria fue acreditado como funcionario superior de la

planta de Cepal en tal fecha y con tal nota; se resistió a

hacerlo. Incluso, ante la petición de confirmación que le

hizo nuestra Comisión, no hubo una respuesta clara. Siguió

con su fórmula de que los antecedentes que tenía le

permitían colegir que tenía tal carácter. Por lo tanto,

¿puede considerarse delito o abandono de deberes colegir

una conclusión diferente de los mismos antecedentes? Es

obvio que los ministros tenían el derecho a colegir algo

distinto a las conclusiones del Ministerio de Relaciones

Exteriores.

He querido hacer este análisis para destacar que en

ninguno de los fundamentos en que se está sustentando la

acusación se han configurado hechos que puedan tener la

condición de delito, infracción, negligencia o abuso de

poder de los ministros acusados.

Los ministros, como lo he descrito, al aplicar la ley

de amnistía han interpretado el derecho vigente, la

Constitución Política, tratados internacionales, la ley

común y han adherido a determinadas doctrinas jurídicas.

Han apreciado un hecho en función de las pruebas aportadas

y llegado a una conclusión jurídica que se concreta en su

fallo. Todos estos aspectos constituyen la esencia de su

función juridisccional propia, autónoma e inexcusable.

Establecido ese marco, es fácil advertir la

improcedencia de la acusación constitucional y el grave

quebrantamiento que se infligiría al orden institucional y

al estado de derecho que regula la vida social del país si,

por el contrario, la acusación fuera aprobada. Se trataría

de una grave intromisión de la Cámara de Diputados en un

campo que corresponde, como lo he señalado, a la facultad

exclusiva y jurisdicción del Poder Judicial, y significaría

interferir en la forma en que los tribunales administran

justicia, lo cual, obviamente, nos está prohibido por la

Constitución.

La aceptación de la acusación representaría una

violación seria del capítulo I de la Carta Fundamental, que

constituye la base sobre la cual se estructura el Estado

chileno y su orden legal. Estaríamos desnaturalizando, con

graves consecuencias para la estabilidad del país, el rol y

la independencia que la Constitución asigna al Poder

Judicial, rol que fue reforzado en la Constitución de 1980

por la disposición imperativa de su artículo 73, que

dispone que ni el Presidente de la República ni el Congreso

pueden, en caso alguno, revisar los fundamentos o contenido

de las resoluciones judiciales.

Señor Presidente, en la medida en que los sectores

socialistas entiendan que la solidaridad internacional es

total, no importando ni la institucionalidad ni el estado

de derecho chileno, permanentemente estaremos sometidos a

situaciones lamentables, como la que nos ha correspondido

atender, y nos obligará a estar siempre atentos y alertas a

intentos totalitarios que quieran obligar a los tribunales

de justicia a fallar de acuerdo con la conveniencia e

interés de ese sector político del país.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Tiene la palabra el

Diputado señor Masferrer.

El señor MASFERRER.- Señor Presidente, Honorable

Cámara, como miembro titular de la Comisión a la que le ha

correspondido el estudio de los antecedentes relativos a la

acusación constitucional deducida por un grupo de Diputados

en contra de los ministros de la Excelentísima Corte

Suprema señores Enrique Zurita Camps, Hernán Álvarez

García, Guillermo Navas Bustamante y Eleodoro Ortiz

Sepúlveda, me corresponde pronunciarme respecto de la

cuestión previa de constitucionalidad planteada por los

señores ministros.

Luego de un detenido estudio de los antecedentes y de

las exposiciones que escuchamos en la Comisión, no puedo

sino concluir que la cuestión previa debe acogerse, ya que

es un hecho manifiesto que la acusación no reúne los

requisitos que la Constitución señala y constituye una

desviación del poder, que puede sentar un precedente

gravísimo para principios tan fundamentales como la

independencia del Poder Judicial y la seguridad jurídica,

esenciales para un estado de derecho.

En los Estados democráticos contemporáneos se acepta

unánimemente que el Estado realiza tres funciones básicas:

administrar, legislar y juzgar.

En términos positivos, este principio fue consagrado

por primera vez en la Constitución de los Estados Unidos de

América de 1787.

Por otra parte, el estado de derecho es aquella

situación jurídica de un Estado que permite la vigencia del

bien común como principio orientador de los roles del

mismo, basado en el irrestricto respeto a la persona

humana, mediante el reconocimiento y protección de los

derechos individuales, la libre generación, dispersión,

contención y alternancia en el poder y en un orden jurídico

de imperio de la ley aplicable a gobernantes y a

gobernados.

El contenido del concepto de "estado de derecho" está

repartido por todo el sistema constitucional, en la

enunciación de los derechos, en los mecanismos de decisión

política, en los instrumentos cautelares que protegen

dichas garantías y, específicamente, en los artículos 6º y

7º de nuestra Carta Fundamental, que constituyen su

consagración inmediata.

El estado de derecho fue definido en nuestra historia

jurídica en el Acta Constitucional Nº 2, de septiembre de

1976, en la que se señala: "Existe estado de derecho cuando

las potestades públicas ejercen su acción dentro del ámbito

que le señala el ordenamiento constitucional, sin que

ninguna de ellas interfiera o entrabe ilegítimamente las

funciones de las otras y cuando los derechos de las

personas tienen asegurado su ejercicio y cautelada su

vigencia real por un poder judicial dotado de autonomía

para resolver y hacer cumplir lo sentenciado."

Esta norma castiga con la destitución al diputado o

senador que, de palabra o por escrito, incite a la

alteración del orden público o propicie el cambio del orden

jurídico institucional por medios distintos de los que

establece esta Constitución, o que comprometa gravemente el

honor o la seguridad de la Nación. O sea, la misma

Constitución ha establecido los límites que debe observar

un parlamentario en sus funciones propias, incluida la

fiscalizadora, que se invoca en este caso.

En seguida, veamos el marco fundamental de la

actividad jurisdiccional del Estado.

En lo que nos interesa destacar, el artículo 73 de la

Constitución establece: "La facultad de conocer de las

causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer

ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los

tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la

República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer

funciones judiciales, avocarse causas pendientes, revisar

los fundamentos o contenido de sus resoluciones o hacer

revivir procesos fenecidos."

Agrega: "Reclamada su intervención en forma legal y en

negocios de su competencia, no podrán excusarse de ejercer

su autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la

contienda o asunto sometidos a su decisión."

De esta forma, la Carta Fundamental delimita

claramente la competencia y la forma en que se ejerce la

función jurisdiccional, la cual es desempeñada por los

órganos competentes del Estado en la forma que establece la

ley, en virtud de la cual, por acto de juicio, se

determinan los derechos de las partes mediante sentencias

con autoridad de cosa juzgada, eventualmente susceptibles

de ejecución.

De estos principios se desprenden claramente las

siguientes conclusiones:

Primero, no existe otro poder con facultades de juzgar

que no sea el Judicial. Se podrá argumentar que el Congreso

también juzga en el juicio político, pero no debe

confundirse esta atribución con la dictación de una

resolución judicial válidamente emitida en un juicio de

naturaleza civil o penal, como la que ha dado origen a la

presente acusación.

Segundo, la Constitución de 1980 ha delimitado

claramente la obligación fundamental que asiste a los otros

poderes del Estado de no avocarse el conocimiento de causas

pendientes, revisar los fundamentos o contenido de sus

resoluciones o hacer revivir procesos fenecidos. La

gravedad de esta infracción sólo es comparable con la del

quiebre del orden institucional, y se puede demostrar

históricamente que tales conductas conducen precisamente al

debilitamiento progresivo de la democracia republicana.

Basta recordar cómo influyó en el derrumbe del régimen

democrático el examen de mérito de las resoluciones

judiciales que practicó el gobierno socialista en la década

de 1970.

Tercero, no es posible, mediante el juicio político,

impugnar una decisión judicial sin incurrir en una

flagrante desviación de poder, usando el sistema legal para

fines diferentes de aquellos para los cuales ha sido

concebido.

Siguiendo con el desarrollo lógico de esta exposición,

veamos qué indican los preceptos constitucionales en

materia de acusación a los magistrados de los tribunales

superiores de justicia.

Como han indicado acertadamente los señores ministros

acusados en su fundada exposición, para perseguir la

responsabilidad en este caso se requiere la concurrencia

copulativa de los siguientes requisitos:

Primero, ser deducida por no menos de 10 ni más de 20

parlamentarios.

Segundo, puede interponerse mientras el afectado esté

en funciones o en los tres meses siguientes a la expiración

en su cargo.

Tercero, sólo comprende a los magistrados de los

tribunales superiores de justicia y exclusivamente por

notable abandono de deberes.

Cuarto, debe interponerse por escrito.

La causal de notable abandono de deberes, que motiva

la presente acusación, ha tenido un largo desarrollo en la

vida política del país. Hemos examinado atentamente la

defensa de los señores ministros en esta parte; el

fundamento histórico, basado en las acusaciones de 1868,

1891, 1933, 1961, 1967 y 1992; la opinión doctrinaria de

importantes autores, como Jorge Huneeus, Carlos Estévez

Gazmuri, Alejandro Silva Bascuñán, Claudio Jiménez, Mario

Bernaschina,

Gabriel Amunátegui y Fernando Alessandri Rodríguez.

Todo lo anterior nos merece las siguientes

conclusiones:

Primero, la causal de notable abandono de deberes ha

sido objeto de un largo y sostenido debate en la historia

constitucional de Chile.

Segundo, en varias oportunidades se intentó un

concepto amplio, procurando incluir en éste la forma como

los tribunales de justicia decidían un asunto sometido a su

decisión.

Tercero, sin embargo, no existe antecedente histórico

o doctrinal alguno que demuestre la existencia de presuntas

facultades fiscalizadoras del Parlamento sobre la

jurisprudencia emanada de los fallos del Poder Judicial.

El análisis del capítulo de la cuestión previa,

referente a la historia de la ley, especialmente el

concepto "notable abandono de deberes" en la Constitución

de 1980, nos merece las siguientes conclusiones

definitivas.

Primero, la Comisión de Estudio de la nueva

Constitución discutió largamente el concepto "notable

abandono de deberes."

Segundo, finalmente primó el concepto histórico del

término, fundado en la separación de poderes y el estado de

derecho.

¿Y cuál es el concepto histórico, legal y actual de

Snotable abandono de deberes"?

Primero, se trata de un acto digno de nota, atención o

cuidado.

Segundo, dicho acto debe ser de aquellos relacionados

con los deberes u obligaciones funcionarios que la

Constitución o la ley le imponen al juez.

Tercero, el juez debe practicar una acción de

abandono, es decir, descuidar dichos deberes u

obligaciones.

A continuación, veamos si los capítulos de los cuales

se deduce acusación constitucional son congruentes con la

causal que le sirve de base.

La primera infracción sería haber ignorado

antecedentes probatorios del proceso por la muerte del

señor Soria.

La segunda infracción, considerada como fundamento de

ambos capítulos de la acusación, consistiría en que se

prefirió aplicar el decreto ley de amnistía sobre los

tratados internacionales que, según los acusadores,

tendrían un rango superior.

También se imputa como infracción no haber decretado

diligencias probatorias solicitadas en la causa, y

Finalmente, haber violado la obligación de tutelar la

responsabilidad internacional del Estado chileno.

Señor Presidente, la Constitución establece que la

Cámara puede acusar, pero es indispensable preguntarse:

¿Puede impugnar mediante el juicio político una resolución

judicial firme o ejecutoriada, dictada válidamente en un

proceso judicial?

La respuesta es una sola y no admite lugar a dudas:

No, no puede. Lo impide la Constitución Política y la

constitución histórica.

Toda comunidad tiene una constitución histórica, una

experiencia vivida más allá del texto vigente, que es la

estructura básica de un pueblo organizado políticamente.

Entre esos consensos históricos se encuentran precisamente

los siguientes, que impiden dar lugar siquiera a la

discusión de fondo de la presente acusación constitucional:

Primero, Chile es una República democrática. Existe un

estado de derecho fundado en la separación de los poderes

públicos.

Segundo, cada autoridad tiene un ámbito propio de

acción. La Constitución delimita esa esfera de atribuciones

y castiga de múltiples formas los desbordes desprovistos de

facultades.

Tercero, el Poder Judicial es el encargado de juzgar.

Es una actividad soberana, exclusiva, excluyente e

independiente de cualquier otro Poder del Estado.

Cuarto, ningún poder del Estado puede intervenir en

las funciones propias de otro poder. Por ejemplo, los

tribunales de justicia son libres de decidir los asuntos

sometidos a su consideración. Si existe agravio, infracción

de ley o cualquiera de los presupuestos que establece el

orden legal, la parte perjudicada puede solicitar que se

enmiende lo obrado a través de los recursos judiciales.

Quinto, por ende, la impugnación de una resolución

judicial se hace dentro del respectivo proceso, en el plazo

y en la forma que la propia ley establece.

Consecuencialmente, la firmeza de los fallos es un

presupuesto básico de la certeza jurídica. Sin cosa

juzgada, no hay seguridad, no hay estado de derecho.

Entonces, los supuestos de hecho que fundamentan la

causal no son congruentes con ésta, porque confunden un

mecanismo constitucional, como el juicio político, con otro

procesal, como los recursos judiciales; otorga un

impertinente significado a la causal de notable abandono de

deberes, dándole alcances que se apartan radicalmente de la

historia constitucional de Chile.

Como ha dicho el profesor don Alejandro Silva

Bascuñán, la acusación sólo procede cuando se producen

circunstancias de suma gravedad, que demuestran, por actos

u omisiones, la torcida intención, el inexplicable descuido

o la sorprendente ineptitud con que se abandonan, olvidando

o infringiendo los deberes inherentes a la función pública

ejercida.

Estoy consciente de que nos ocupa una cuestión previa,

cuya resolución se aparta radicalmente de cualquier

pronunciamiento relativo al fondo de la acusación, pero,

aun así, no puedo dejar de referirme a la presunta

infracción fundada en el artículo 5º de la Constitución,

que representa a los señores magistrados la circunstancia

de haber aplicado el decreto ley Nº 2.191 por sobre

tratados internacionales ratificados por Chile, a los

cuales, al parecer, los acusadores le dan categoría de

normas constitucionales.

Quiero manifestar mi profunda sorpresa ante un

argumento que revoluciona de forma tan negativa la

tradición jurídica del país.

En el ordenamiento legal chileno, los tratados

internacionales están en la categoría de leyes comunes; ni

siquiera son leyes interpretativas de la Constitución, como

tampoco orgánicas constitucionales o de quórum calificado.

Tal cuestión es absolutamente independiente del contenido

que pudieran tener estos acuerdos internacionales.

A nadie puede escapar, por ejemplo, que por estar en

una categoría inferior, alguna norma de los tratados puede

ser declarada inconstitucional por el Tribunal

Constitucional, o la propia Corte Suprema puede declarar

inaplicable, para un caso particular, algún precepto de un

convenio que sea contrario al del ordenamiento fundamental.

Por otra parte, la Constitución puede ser modificada

únicamente a través de las normas contenidas en el capítulo

XIV que se denomina "Reforma de la Constitución", y no

existe otra forma.

Así las cosas, declaro enfáticamente que no es posible

afirmar que los tratados internacionales en materia de

derechos humanos formen parte de la Constitución material o

tengan rango constitucional, entre otras razones, porque no

han sido incorporados a la Constitución Política en la

única forma que ella lo autoriza. Cualquier otra

interpretación relacionada con los tratados y el artículo

5º de la Carta Fundamental, es impertinente e

inconstitucional; confunde principios fundamentales del

derecho público y, lo que es más grave, crea confusión o,

como en este caso ocurre, el espejismo de una infracción de

notable abandono de deberes que lesiona gravemente la

separación de poderes y las facultades exclusivas de los

jueces para interpretar y aplicar la ley.

Pero, lo anterior no es todo. ¿Qué mensaje estamos

mandando al país, al Poder Judicial, a las instituciones

del Estado y a la opinión pública? Esto me parece

fundamental de considerar a la hora de votar la cuestión

previa. ¿Queremos decirles que por sobre los fallos de los

tribunales está el Congreso? ¿Que si una sentencia judicial

no les gusta, basta que se consigan el apoyo de diez

diputados para que se acuse constitucionalmente a los

jueces por notable abandono de sus deberes? Estoy cierto de

que no. Espero que la Cámara de Diputados envíe hoy una

señal clara: El Poder Judicial chileno es independiente. No

es un deber de los ministros de la Corte Suprema apreciar

las pruebas de un proceso en la forma que le parezca

adecuada a los diputados. El notable abandono de los

deberes jamás ha sido una causal para imponer una opinión

personal, por respetable que ésta sea, por sobre la

decisión profesional e informada propia de las resoluciones

judiciales.

No podemos hacer caer sobre los jueces el peso de

nuestro pasado histórico, pretendiendo imponerles a ellos

un concepto de lo que es justo en determinados casos,

fundado en visiones parciales y teñidas de apreciaciones

políticas.

La ley de amnistía existe y está plenamente vigente.

Corresponde a nuestros tribunales aplicarla de acuerdo a su

real saber y entender. Quienes nieguen esto desconocen que

la democracia de un país es mucho más que votar cada cierto

tiempo; también -y por sobre todo- es garantizar que todos

somos iguales frente a la ley. Esa igualdad sólo existe si

la sociedad se rige por leyes conocidas de todos y

aplicadas por un órgano autónomo e independiente.

Estimo que lo trascendente de lo que se discute hoy no

es si la acusación tiene fundamento en el fondo, sino si la

acusación es admisible por la causal invocada. Es aquí

donde se marca la línea que hace huella y que puede llevar

a un deterioro progresivo de nuestras instituciones.

Por todo lo anterior, el Congreso no tiene facultades

para revisar lo actuado por los señores jueces en el

proceso que ha dado origen a esta acusación y, por ende,

manifiesto que la acusación constitucional en contra de los

excelentísimos señores ministros de la Corte Suprema, don

Enrique Zurita Camps, don Hernán Álvarez García, don

Guillermo Navas Bustamante y don Eleodoro Ortiz Sepúlveda

es inconstitucional, pues no cumple con el requisito

fundamental de la causal de notable abandono de deberes.

Voto por acoger la cuestión previa y tener por no

presentada la acusación.

He dicho.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Faltan por intervenir

los Diputados señores Soria y Raúl Urrutia, pero como el

tiempo destinado al Orden del Día está por expirar, en uso

de las facultades que me confiere el Reglamento, he citado

a sesión especial para las 17 horas, a fin de continuar

ocupándonos de esta materia.

De todos modos, y para coordinar el debate, cito a

reunión de Comités en la sala de lectura.

Queda pendiente esta materia.

 

 

VI. PROYECTO DE ACUERDO

 

SUSPENSIÓN DE APLICACIÓN DEL PROGRAMA DE EDUCACIÓN SEXUAL,

JOCAS.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- El señor

Prosecretario dará lectura al primer proyecto de acuerdo.

 

El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).- Proyecto

de acuerdo Nº 446, de los Diputados señores Hamuy, Bayo,

Melero, señora Cristi; señores Coloma, Cardemil, Moreira,

Hurtado, Pérez, don Víctor; Alvarado, Jürgensen, Caminondo,

Fantuzzi,

Ferrada, Urrutia, don Raúl; Solís, Galilea, Chadwick y

García, don René.

 

"Considerando que:

"1. La Constitución Política de la República de Chile

asegura a todas las personas el derecho a la educación y

define que ésta tiene por objeto el pleno desarrollo de

la persona en las distintas etapas de su vida;

garantizando, a su vez, el derecho preferente de los

padres de educar a sus hijos. La II Conferencia

Internacional sobre Asentamientos Humanos, llevada a cabo

en Estambul, en el mes de junio de este año, definió como

una responsabilidad y un derecho de los padres su

participación activa en la educación de los hijos.

"2. La educación constituye un proceso clave para

desarrollar las facultades físicas, intelectuales y

sociales del ser humano, y debe, por sobre todo, estar al

servicio de la persona en forma integral, inculcando

valores universales y objetivos.

"3. Así entendido, el concepto de educar debe apuntar hacia

el desarrollo integral y armónico del sujeto dentro del

grupo humano, lo cual involucra la idea de formación,

crecimiento y desarrollo del ser en toda su dimensión,

incluida la sexualidad, atributo esencial de la persona.

"4. El desarrollo de la personalidad humana, contenido

propio del derecho a la educación, requiere de una

educación sexual que contribuya al desarrollo de una

afectividad sana y a la prevención de situaciones

problemáticas, como también a abordarlas adecuadamente

cuando éstas se producen.

"5. Para cumplir la exigencia de educar, la formación

sexual debiera considerar valores éticos y culturales que

tengan en cuenta principios básicos que permitan a los

niños y adolescentes desarrollarse dentro de un marco de

valores compartidos por su familia, la sociedad y sus

pares.

"6. Esos valores universales y objetivos debieran

expresarse en contenidos que consideren una educación

sexual procurando la valoración y aprecio por la vida

familiar, como espacio para la construcción de la

identidad sexual; que favorezca el rol de la familia,

apoyándola y orientándola en su papel de primera

educadora en esta materia; que se traduzca en conductas

sexuales responsables; que promueva la difusión de

conocimientos orientados a una paternidad responsable;

que facilite el desarrollo de la capacidad crítica frente

a los mensajes de los medios de comunicación ligados a la

sexualidad; que favorezca conductas de protección en

niños y adolescentes frente a la violencia y al abuso

sexual; que facilite la comprensión de los riesgos

físicos, sicológicos y morales de prácticas sexuales

irresponsables; que asegure que la metodología respete la

dignidad de las personas y las expresiones éticas y

morales que coexisten en la sociedad chilena.

"7. El nuevo programa de Educación Sexual que ha comenzado

a difundir el gobierno en algunos establecimientos

educacionales del país, bajo el nombre de Jornadas de

Conversación sobre Afectividad y Sexualidad (Jocas), y en

coordinación con el Servicio Nacional de la Mujer, los

Ministerios de Educación y Salud y el Instituto Nacional

de la Juventud, atenta contra el más elemental concepto

de lo que significa educar y constituye un atropello a la

formación y dignidad de los niños y adolescentes de

nuestro país.

"8. Las referidas jornadas, según sus mismos expositores,

son sólo una respuesta a interrogantes, las que son

entregadas según el propio criterio del agente educativo,

sin consideración alguna a la opinión de los padres, ni

de los educadores del respectivo colegio y sin tener en

cuenta las diferentes etapas del desarrollo sexual que

viven los educandos.

"9. Sin embargo, a pesar de manifestar los agentes

educativos la ausencia de contenidos en las jornadas en

cuestión, el programa, descrito extensamente en un medio

de comunicación, revela a la luz pública, que éstas sí

subyacen en forma negativa en las expresiones de esos

agentes, al abordar, junto a educandos de entre 10 y 18

años, la homosexualidad y el aborto como opciones

personales y al describir en forma descarnada los tipos

de sexo, separando a éste del amor.

El propósito, aparentemente, sería alcanzar la

posibilidad de sexo seguro desde temprana edad, como una

forma de evitar el embarazo y las enfermedades de

transmisión sexual, entre ellas el SIDA.

"10. Lo expresado en los párrafos precedentes demuestra que

el gobierno ha renunciado a su labor de educar que le

exige la Constitución Política, reemplazándola por la

simple distribución de manuales de instrucción, que

resultarán en definitiva en una deformación de la

identidad sexual y sexualidad de los niños y adolescentes

de nuestro país.

Al mismo tiempo, en la supuesta intención de prevenir

el embarazo en las adolescentes, el Estado ha puesto en

marcha un modelo de instrucción que en países en donde se

ha llevado a cabo, ha demostrado ser un detonante y un

incentivo de la sexualidad precoz, más que un factor de

prevención."

 

Por lo tanto:

La Honorable Cámara de Diputados acuerda solicitar del

Supremo Gobierno lo siguiente:

Suspender la aplicación del programa de Educación

Sexual denominado Jornadas de Conversación sobre

Afectividad y Sexualidad.

Enviar a la Honorable Cámara de Diputados el material

que se distribuye entre los monitores de dicho programa de

educación sexual.

Someter el mencionado programa a un estudio profundo y

en extenso, con la participación de especialistas,

universidades, entre otras instancias, que acrediten los

métodos más apropiados para impartir educación sexual.

Responsabilizar a los alcaldes del contenido de los

programas de educación que se imparten en los

establecimientos municipales, en el entendido que

constituye la máxima autoridad de una comuna, junto a

quienes deberán participar las asociaciones de padres y

apoderados, directores de colegios fiscales, municipales y

particulares subvencionados.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Para

argumentar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la

palabra el Diputado señor Cardemil.

 

El señor CARDEMIL.- Señor Presidente, obviamente, no

es el momento para enzarzarse en un debate de fondo sobre

valores, principios, en un tema tan candente o respecto de

una cuestión que debe conversarse con mucha tranquilidad.

Sin embargo, los antecedentes que existen sobre la materia,

las declaraciones del señor Ministro de Educación respecto

de la necesidad de evaluar los planes que versan sobre las

jornadas de Conversación sobre afectividad y sexualidad, y

las reacciones de estamentos importantes de la sociedad,

hacen necesario, a lo menos por precaución, suspender la

aplicación de dichas jornadas hasta no evaluarlas mejor y

que, con la participación de todos los sectores, no se

introduzcan las modificaciones que se estiman necesarias.

Ésa es la razón del proyecto de acuerdo.

Sencillamente, sin entrar al fondo de la materia, plantear

la necesidad de suspender la aplicación del programa, de

conocer el material que se distribuye, de someter el

programa a un estudio profundo y extenso, con participación

de todos los señores Diputados, y de responsabilizar a los

alcaldes sobre el contenido de los programas de educación

que se imparten en los establecimientos municipales.

No hemos querido ir más allá. Entendemos que éste es

un problema difícil; pero planteamos que, en un tema tan

delicado, tan decisivo, que toca a flor de piel valores y

principios tan importantes, a lo menos debemos suspender la

aplicación de cosas que pueden producir mucho daño si no se

estudian bien.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Ofrezco la

palabra para hablar a favor del proyecto de acuerdo.

 

La señora CRISTI.- Pido la palabra.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Señora

Diputada, lamentablemente, desde el punto de vista

reglamentario, no es posible acceder a su petición.

Para hablar en contra del proyecto de acuerdo, tiene

la palabra el Diputado señor Balbontín.

 

El señor BALBONTÍN.- Señor Presidente, en primer

lugar, quiero recordar lo que los propios señores Diputados

de las bancadas de Oposición, han planteado respecto de la

acusación constitucional que recién estaba en debate. Esto

dice relación con la autonomía de los distintos poderes del

Estado.

La capacidad fiscalizadora del Poder Legislativo sobre

el Ejecutivo existe, pero tiene límites. ¿Tiene o no este

último la capacidad para llevar a cabo un determinado

programa educacional? Yo creo que de acuerdo con la

Constitución tiene pleno derecho si no viola principios

fundamentales.

Cumpliendo con esa capacidad administrativa, el Poder

Ejecutivo está llevando a cabo un programa de carácter

educacional en materia sexual que persigue hacer de esa

relación no un "tabú", sino algo consciente y responsable.

En segundo lugar, debemos reconocer que la sociedad en

que vivimos tiene carácter pluralista; por lo tanto,

requiere representar, en su totalidad, el cuerpo de

carácter cultural de ella. Sobre la materia hay cuestiones

muy delicadas y disímiles, muy de fondo. Utilizar nuestra

capacidad fiscalizadora para suspender un determinado

programa implicaría, precisamente, que estamos

estableciendo previamente, es decir, prejuiciando que el

Ejecutivo está llevando a cabo una acción que puede

producir efectos notablemente contrarios a lo moral y a las

buenas costumbres. Esto sobre la mera imagen provocada por

los medios de comunicación.

Discrepo enormemente de ese criterio. Una cosa es que

nos preocupe la materia y que se revise en la comisión

pertinente de la Cámara su corrección. Se vea cómo se

aplican determinados valores y principios éticos que

existen en la sociedad sobre el particular.

No podemos negarle al Ejecutivo la posibilidad de

llevar a cabo este programa y, menos aún, establecer

determinados criterios cerrados impidiendo su aplicación.

Eso es negar la posibilidad de pluralismo en la sociedad.

Podemos discrepar, podemos convencer, podemos establecer

responsabilidades conductuales con fundamento, pero no

impedir.

Desde ese punto de vista, solicito a quienes han hecho

escándalo sobre la materia

-como algunos señores obispos y medios de comunicación- que

tengan en cuenta la separación de los poderes. Tanto el

Poder Legislativo como el Poder Ejecutivo, es decir, el

Estado, tienen capacidades para llevar a cabo sus

facultades.

Distinto es criticar y emitir opiniones. Distinto es

lo señalado por el Ministro de Educación y por el

Presidente de la República, en el sentido de que es

necesario hacer una revisión a fondo y observar qué pasa

ahí, pero no podemos aceptar que no haya educación sexual

en nuestro país.

Chile debe tener información y criterios, respetando

la familia y favoreciendo la educación sexual y no los

tabúes. No es posible cerrar los ojos y aceptar por

ignorancia o temor la existencia de 40 mil madres

adolescentes.

En ese sentido, propongo formalmente rechazar el

proyecto de acuerdo.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Para hablar

en contra, tiene la palabra la señora Martita Wörner.

Quedan dos minutos.

 

La señora WÖRNER.- Señor Presidente, los 120 mil

abortos ilegales que anualmente se producen en nuestro

país, los 40 mil embarazos de adolescentes, los altos

índices de SIDA, la prostitución y los atentados sexuales,

que afectan principalmente a menores de edad, son muestras

de que en nuestra sociedad ha habido irresponsabilidad por

no abordar estos temas. Por lo tanto, con tardanza, el

Estado chileno, a través de las Jocas, intenta revertir la

situación, y cumplir así con uno de los roles que le

corresponde. En ningún caso pretende sustituir la formación

y la entrega de valores que competen a la familia.

Esas cifras negativas hablan del fracaso de todos,

incluso de la Iglesia Católica, que, ausente de la materia,

intenta que se trate sólo en los hogares por estimar que

corresponde únicamente a la familia, la que,

lamentablemente, no está capacitada para hacerlo. De modo

que la Iglesia también es responsable de las cifras

señaladas y que queremos revertir.

Con oportunidad y responsabilidad, el Ministerio de

Educación informó ampliamente a los miembros de la Comisión

de Familia sobre el programa; entregó sus contenidos,

alcances y modos de operación. Por lo tanto, sólo debemos

aplaudir la realización de estas jornadas de conversación y

proponer los mecanismos que cada institución estime

conveniente para fortalecerlas, robustecerlas y, si es

necesario, corregirlas en algunos aspectos; pero, en ningún

caso, pedir que se suspendan, porque las cifras hablan de

la urgencia con que se requiere la aplicación de un

programa efectivo, a través del cual no se mira hacia el

techo ni se esconde la cabeza como el avestruz.

Por lo tanto, debemos rechazar el proyecto de acuerdo.

He dicho.

 

-Aplausos.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En votación

el proyecto.

 

-Efectuada la votación en forma económica, por el

sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la

afirmativa, 35 votos; por la negativa, 47 votos. No hubo

abstenciones.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Rechazado.

 

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores

Diputados:

Alvarado, Álvarez-Salamanca, Bartolucci, Bombal,

Cardemil, Coloma, Correa, Cristi (doña María Angélica),

Chadwick, Espina, Fantuzzi, Ferrada, Galilea, García (don

René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Hamuy,

Jürgensen, Karelovic, Kuschel, Leay, Longueira, Masferrer,

Melero, Moreira, Munizaga, Paya, Pérez (don

Víctor), Prokuriça, Ribera, Solís, Taladriz, Urrutia (don

Raúl), Vargas y Vilches.

 

-Votaron por la negativa los siguientes señores

Diputados:

Acuña, Aguiló, Allende (doña Isabel), Ascencio, Aylwin

(don Andrés), Aylwin (doña Mariana), Balbontín, Ceroni, De

la Maza, Elgueta, Encina, Escalona, Estévez, Fuentealba,

Gajardo, Girardi, González, Hernández, Huenchumilla, Jara,

Jeame

Barrueto, Jocelyn-Holt, Latorre, León, Letelier (don

Felipe), Naranjo, Navarro, Ojeda, Ortiz, Pollarolo (doña

Fanny), Rebolledo (doña Romy), Reyes, Saa (doña María

Antonieta), Schaulsohn, Seguel, Silva, Sota, Tohá,

Tuma, Valenzuela, Venegas, Viera-Gallo, Villegas, Villouta,

Walker, Wörner (doña Martita) y Zambrano.

 

ACUERDO DE LOS COMITÉS SOBRE OBJETO DE SESIÓN CITADA.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Informo a la Sala que,

reunidos los Comités Parlamentarios, han acordado que la

sesión especial, citada a partir de las 17 horas, será para

tratar la acusación constitucional hasta su total despacho.

Tiene la palabra el Diputado señor Longueira.

 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, sólo deseo

consultar si existe algún acuerdo respecto del trabajo de

las comisiones. ¿Podrán sesionar simultáneamente con la

Sala?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Señor Diputado, no hay

acuerdo especial sobre la materia. Tendría que solicitarse,

salvo que se trate de proyectos de discusión inmediata o

con suma urgencia, para los cuales no se requiere la

autorización de la Sala.

 

El señor LONGUEIRA.- No es el caso de la Comisión de

Hacienda.

Señor Presidente, ¿por qué no consulta a la Sala si

puede sesionar a partir de las 17 horas, porque está citada

a las 16 horas y no tiene proyectos con suma urgencia?

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- Solicito el

asentimiento de los señores Diputados para que la Comisión

de Hacienda pueda sesionar simultáneamente con la Sala.

 

El señor FUENTEALBA.- No hay acuerdo.

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- No hay unanimidad,

señor Diputado.

 

 

VII. INCIDENTES

 

RECHAZO A ACCIONES CONTRARIAS AL LIBRE ACCESO A BIENES DE

USO PÚBLICO.

 

El señor ESTÉVEZ (Presidente).- En Incidentes, el

primer turno corresponde al Comité del Partido Socialista.

Tiene la palabra el Diputado señor Navarro.

 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el país conoce la

reciente presentación de 34 señores Diputados y 12

Senadores de Oposición ante el Tribunal Constitucional, en

que solicitan que se declare inconstitucional el decreto

supremo N° 1, de Bienes Nacionales, de 1996, reglamentario

del decreto N°1.939, de 1977, mediante el cual el

Presidente de la República estableció procedimientos para

permitir el acceso de cualquier ciudadano a playas, mar,

ríos y lagos, con fines turísticos o de pesca.

El requerimiento pretende desconocer el derecho de los

ciudadanos de acceder gratuitamente a las playas, como lo

dispone en forma expresa el decreto ley N°1.939, de 1977.

Los recurrentes señalan que esto requiere de una

indemnización previa a los propietarios.

El tema, que pareciera no importante, sin duda, es de

trascendencia, toda vez que un grupo de parlamentarios

busca constreñir y, fundamentalmente, socavar derechos que

pertenecen a todos los chilenos.

La presentación ante el Tribunal Constitucional busca

establecer el pago de una indemnización por acceso a las

playas, lo que expresamente viola el número 24 del artículo

19 de la Constitución Política, que establece que las

playas son un bien nacional de uso público, que pertenece a

todos los chilenos. Por lo tanto, todos, sin ningún tipo de

discriminación, pueden acceder a ellas. La ley reglamenta

la forma en que lo harán

-estableciendo servidumbres de paso para respetar la

propiedad privada- a fin de gozar de sus beneficios en

cualquier punto del país.

El recurso ha sido fundado sobre el respeto a la

propiedad privada. Sin embargo, cabe preguntarse quién

respeta y protege la propiedad de todos los chilenos. Las

playas no pueden ser utilizadas con el mero fin del lucro

para un importante, pero, en definitiva, pequeño grupo de

inversionistas que pretenden desarrollar proyectos

inmobiliarios en las costas del país.

Quienes nos oponemos a la presentación consideramos,

primero, que el Tribunal Constitucional no puede derogar

una ley vigente. Si no, sus facultades y atribuciones

tendrían una proyección insospechada.

Una ley de la República, con muchos años de vigencia,

dictada durante el gobierno militar, no tenía reglamento.

Hoy, el Ministerio de Bienes Nacionales ha dictado uno para

que sea efectiva, pero, se pretende que a través suyo el

Tribunal Constitucional derogue tácitamente la ley. Por lo

tanto, estamos frente a una materia constitucional que debe

ser celosamente evaluada.

El Tribunal Constitucional, día a día, ha avanzado en

sus facultades y hoy pretende tener la de derogar una ley

vigente.

En segundo término, los recurrentes buscan, sin duda,

proteger intereses de propietarios de terrenos que colindan

con las playas; pero, como hemos señalado nosotros y la

Ministra de Bienes Nacionales, se debe cautelar que ellas

sirvan para el goce y disfrute de todos los chilenos. Bajo

ningún pretexto se puede impedir el acceso a estos lugares.

Existen precedentes jurídicos sobre la playa La

Herradura, de Coquimbo, Cuarta Región. En 1992, la Corte de

Apelaciones sancionó y ordenó levantar las barreras que

impedían el ingreso de cualquier persona al recinto,

instaladas arbitrariamente por sus propietarios. La

resolución fue ratificada por la Corte Suprema.

Por otra parte, los pescadores artesanales del país

están sumidos en una profunda inquietud, porque, de

derogarse el decreto ley Nº 1.939, cualquier persona les va

a impedir trabajar y desarrollar su actividad libremente.

Por ello, vamos a defender con mucha fuerza esta

posición y nos opondremos tenazmente a la iniciativa que

han levantado parlamentarios de Oposición que, por lo

demás, se autodesignan defensores de la propiedad, aunque

con su acción reniegan defender lo primordial: la propiedad

común.

Termino señalando que vamos a luchar incansablemente

por impedir que sea derogado este derecho de todos los

chilenos. Las playas son bienes de uso público: pertenecen

a todos ellos, y la Derecha y los parlamentarios de

Oposición, si bien con sus razones jurídicas en la mano, no

pueden pretender privatizarlas.

He dicho.

 

La Diputada Allende ocupará el resto del tiempo de la

bancada.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Dentro de

los dos minutos que restan al Comité del Partido

Socialista, tiene la palabra la Diputada señora Allende.

 

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, sólo para

respaldar plenamente las expresiones de mi colega Alejandro

Navarro y decir que lamentamos la actitud de los colegas

parlamentarios que han presentado el recurso. Creemos que

están negando a la población del país el derecho sano y

fundamental de llegar a las playas a recrearse.

El tema es de gran trascendencia. Pronto llegará el

verano y será más doloroso si se impide a muchos ciudadanos

que libremente hagan uso de un derecho fundamental,

garantizado, por lo demás, en la Constitución.

Comparto los juicios fundados del Diputado señor

Navarro. Creo que todos los parlamentarios deberíamos

preguntarnos sinceramente qué se pretende. ¿La

indemnización garantiza la propiedad privada?

Están tremendamente equivocados. ¿Por qué no

garantizamos el derecho de la población de acudir a las

playas? ¿Por qué no pensamos en la juventud a la que cada

día negamos más oportunidades? Una de las pocas es acudir a

las playas y tener un momento de esparcimiento y

recreación.

Reiteramos nuestro enérgico y total rechazo al

recurso. Respaldamos plenamente la acción de la Ministra de

Bienes Nacionales, que intenta que se respete un bien común

garantizado por la Constitución.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

del Comité Demócrata Cristiano, tiene la palabra el

Diputado señor Andrés Aylwin.

 

El señor AYLWIN (don Andrés).- Señor Presidente, aquí

se ha hecho referencia a un problema social gravísimo,

detrás del cual, en mi concepto, se está cometiendo un

grave crimen social en Chile. Concretamente, se trata de la

creación de playas privadas, lo que lisa y llanamente

significa que determinadas empresas, sectores financieros o

particulares se apropian de lo que en realidad pertenece a

todos los chilenos.

El concepto de que las playas son bienes nacionales de

uso público y pertenecen a toda la comunidad es tan antiguo

como la historia del hombre sobre la tierra. Ya en tiempos

del derecho romano -pido que esto se tenga presente por los

señores Diputados- se reconocía a todos los habitantes el

derecho del libre acceso a las playas. Las playas eran de

toda la gente, no de determinados sectores financieros o

grupos particulares. Este mensaje ético y jurídico lo

otorgó muy claramente don Andrés Bello. Por eso, en nuestro

Código Civil estableció categóricamente que las playas son

bienes nacionales de uso público y su uso pertenece a todos

los chilenos. Por consiguiente, cuando un particular se

apropia de las playas, lisa y llanamente está cometiendo

una usurpación.

Ahora, se pretende que no existe tal usurpación, y que

sólo se trata de pagar una indemnización a este propietario

riberano.

Hay que entender claramente que si se pretende que el

Estado haga estudios de todo el territorio nacional para

ver en qué lugares hay posibilidad de acceso de la gente a

la playa, para posteriormente dictar miles y miles de

decretos de expropiación y pagar millones y millones de

pesos o de dólares por indemnizaciones, estamos haciendo

ilusorio un derecho que por la propia naturaleza de las

cosas pertenece a todos los seres humanos.

Tenemos un hermoso Océano Pacífico. Ese mar se lo

regaló Dios a todos los chilenos o, en último término, la

Creación.

La propia Constitución de 1980 es categórica cuando

establece que hay prohibición de apropiarse de ciertos

lugares o cosas que, por su naturaleza, pertenecen al

conjunto de los habitantes de un país. Ese texto

constitucional, dictado durante el gobierno del general

Pinochet, se quiere violentar ahora cuando parlamentarios

de Derecha interponen un recurso de inaplicabilidad o de

inconstitucionalidad respecto de un decreto supremo del

Ministerio de Bienes Nacionales.

Aún más, la Constitución de 1980 establece otro

derecho muy importante: la libertad personal, que aquí está

en juego. ¿Por qué? Porque ella incluye el derecho de todos

los chilenos a desplazarse por todo el territorio, de

permanecer en un lugar determinado y de trasladarse de uno

a otro lugar. De tal manera que, cuando un particular

cierra el paso a algo que es parte del territorio nacional,

que pertenece a todos los habitantes de nuestro país, lisa

y llanamente se está desconociendo la libertad personal, el

derecho a movimiento, el derecho a desplazarse de los

habitantes. Y esto es gravísimo.

Respecto de este derecho de la gente, cada persona no

tiene por qué preocuparse de la dictación de un decreto de

expropiación, de interponer un recurso, o de ver cómo

financia el paso al mar. El derecho del paso al mar nos

pertenece a todos los habitantes de nuestro país. Así lo

entendieron las personas que construyeron los balnearios

más tradicionales en Chile. Por ejemplo, los de

Constitución o de Pichilemu, por hablar de los más

antiguos, o el de Concón. Nadie pensó que tendrían que

pagar al propietario una indemnización por los caminos que

accedían al mar. Esto se entendía así hace cien años.

Ahora, por desgracia, la codicia humana está llegando a

términos increíbles, y la gente que tiene una propiedad

junto al mar -que ya es un privilegio, pero que impone

ciertos límites- quiere que, además, se le pague una gran

indemnización, aparte del privilegio de tener vista al mar.

Veamos los balnearios antiguos, elitistas si se

quiere: Zapallar, Algarrobo, El Quisco, Santo Domingo. Si

pensamos en este último, recordaremos que posee grandes

avenidas que llegan hasta al mar y hay una gran planicie

junto a la playa, para que la disfruten todos los chilenos.

¿Cómo es posible que al término de este milenio los

intereses privados estén cerrando el acceso a las playas?

Esto es lisa y llanamente una usurpación de algo que

pertenece a todos los chilenos. Y es gravísimo que, además,

se pretenda el pago de una indemnización. Se están

revirtiendo las cosas. Aquí el que se ha apropiado de lo

ajeno no es el Fisco, el Estado, que a través de un decreto

supremo sostiene que todas las personas tienen derecho a

acceder al mar, sino sectores minoritarios de particulares,

desgraciadamente amparados por un grupo de Diputados y

Senadores de Derecha, quienes, en el fondo, están

defendiendo algo indebido.

Ese decreto, dictado recientemente por la Ministra de

Bienes Nacionales, señora Adriana Delpiano, que cuenta con

la firma del Presidente de la República, es una simple

aplicación del decreto ley Nº 1.939, dictado por el

gobierno militar. Allí se establece, en términos

categóricos, que todos los habitantes del país tienen el

derecho gratuito de acceder a las playas y al mar

adyacente. Sin embargo, este derecho, consagrado por el

gobierno militar, durante un período dictatorial, hoy es

desconocido por parlamentarios de Derecha.

Hoy, algunos de ellos se han acercado a mí y me han

expresado sus sentimientos, porque les estoy imputando que

ellos están pagados, financiados o sobornados por intereses

particulares. Yo no he sostenido eso, señor Presidente. He

dicho que hay dos opciones: se es parlamentario para

defender los intereses de minorías privilegiadas, que en

este caso están actuando ilegítimamente, o se es

parlamentario para defender los intereses de las grandes

mayorías nacionales.

Y cuando afirmo que todos los chilenos tienen derecho

a acceder al mar, estoy velando por que se respete un

derecho que pertenece a todos los habitantes del país, el

cual no debe ser indemnizado, por cuanto Dios se lo entregó

a todos los habitantes de nuestro país. Es un derecho que,

según la Constitución de 1980, corresponde a la propia

naturaleza de las cosas, que las ha hecho común a todos los

hombres.

Insisto en que estamos frente a una definición vital.

Y hablo con calor sobre este asunto porque, cuando recorro

ciertas poblaciones modestas, me apena profundamente ver a

muchachos que se están quedando sin canchas de fútbol

debido a las parcelas de agrado. Ahí hay otro problema que

se debe solucionar. Pero, además, en el país incluso

estamos privando a nuestra juventud del acceso al mar.

Entonces, seamos honestos. No hablemos contra la droga

y el alcoholismo, si a la juventud no le permitimos ni

siquiera llegar al mar para bañarse o para mirarlo. Yo he

ido a muchas partes en que me piden el carné de identidad,

y al mostrarlo me dejan pasar porque soy abogado, porque

soy parlamentario y porque pertenezco a la clase media

profesional. Considero eso muy hiriente para mí, pero mucho

más, que a las personas más modestas y a los jóvenes no se

les deje pasar. Ése es un hecho gravísimo.

Por eso, anuncio que en una próxima sesión

presentaremos un proyecto de acuerdo tendiente a crear una

comisión investigadora, con el objeto de que investigue qué

está pasando con nuestras playas y con el mar adyacente que

pertenecen a todos los chilenos, ya que desgraciadamente en

este momento la codicia humana es la causante de que un

grupo pequeño de personas se esté apropiando de ellos.

Insisto en que resulta sensible -llamo a reflexionar

al respecto a esos colegas- que algunos parlamentarios se

presten para presentar un recurso de inconstitucionalidad

en relación con una situación que -reitero- constituye un

verdadero crimen social: que se estén colocando cercos al

mar y alambradas a las playas, evitando con ello que las

grandes mayorías nacionales accedan a esos lugares.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Elizalde.

 

El señor ELIZALDE.- Señor Presidente, quiero sumarme a

lo expresado con relación al uso de riberas, playas y ríos,

cuya limitación nos parece un atentado a un derecho de

todos los chilenos.

Durante largo tiempo, hemos visto que cada día es más

difícil para la población acceder a aquellos lugares

típicos de recreación donde la gente normalmente podía

llegar sin dificultades; cómo el territorio nacional, poco

a poco, se ha venido cercenando, y cómo se han cerrado

lugares de esparcimiento donde las personas acampaban los

fines de semana.

La ley aprobada por el Congreso Nacional consagra la

igualdad de derecho para que los chilenos tengan libre

acceso a todas las playas y riberas.

En consecuencia, espero que el Tribunal Constitucional

rechace la presentación hecha por algunos parlamentarios.

 

AGILIZACIÓN DE OBRAS VIALES EN CIRCUNVALACIÓN AMÉRICO

VESPUCIO. Oficio.

 

El señor ELIZALDE.- Señor Presidente, por su

intermedio pido al señor Ministro de Obras Públicas que

disponga la aceleración de las obras de construcción de los

pasos de alto y bajo nivel en la avenida Américo Vespucio,

por donde la mayoría de los señores parlamentarios deben

pasar para trasladarse hacia Valparaíso.

En esa vía se está construyendo la doble calzada en el

tramo comprendido entre la avenida Independencia -

Panamericana Norte- y el aeropuerto Arturo Merino Benítez.

La obra está avanzando y se entregará en poco tiempo más.

Sin embargo, el flujo vehicular se ha incrementado de tal

forma que en un sector que antes tenía una circulación

rápida, hoy, a pesar de la doble vía, cada día es mayor la

demora en el desplazamiento vehicular, pues no se puede

avanzar a más de 5 ó 6 kilómetros por hora.

Los cruces a que hago referencia son cuatro: el

primero, en la avenida El Salto; el segundo, en la avenida

Recoleta; el tercero, en avenida Independencia -salida

hacia la carretera General San Martín, que nos comunica con

Los Andes y Mendoza-, y el otro punto de atascamiento se

está generando en el ingreso al aeropuerto Arturo Merino

Benítez.

El Ministerio de Obras Públicas tiene la decisión de

construir pasos de alto y bajo nivel en esos cuatro puntos,

obras que serán licitadas en noviembre o diciembre, lo cual

significa que una vez comenzadas, seguiremos sufriendo

durante uno o dos años más la congestión vehicular que hoy

afecta a ese sector.

No debemos olvidar que durante los últimos cuatro años

se han instalado a lo largo de la importante avenida

Américo Vespucio casi mil ochocientas empresas productivas.

Algunas de ellas se trasladaron desde distintos puntos de

la Región Metropolitana a ese sector donde, por las

corrientes de aire que le son normales no resultan

contaminantes y no afectan la calidad de vida de los

habitantes de Santiago; otras, han surgido como

consecuencia de importantes inversiones nacionales y

extranjeras, y están posibilitando en esa zona un gran auge

en lo económico e industrial.

Ello implica que por esa vía hoy estén circulando

vehículos de alto tonelaje, normalmente camiones de 18

metros de extensión, lo que produce un atascamiento por la

afluencia de muchos vehículos.

Por eso, solicito que, en mi nombre se oficie al

Ministro de Obras Públicas, a fin de que pueda agilizar al

máximo la construcción de esos pasos a nivel, tan

necesarios, en esos cuatro cruces.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviará

el oficio en la forma solicitada por Su Señoría. Queda un

minuto y medio del tiempo del Comité Demócrata Cristiano.

 

Ofrezco la palabra.

Ofrezco la palabra.

DILACIÓN Y DESCOORDINACIÓN EN TRATAMIENTO DE PROBLEMAS DE

PESCADORES ARTESANALES DE LA DÉCIMA REGIÓN. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el

Diputado señor Kuschel.

 

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, quiero plantear

una situación que afectó a la zona que represento. Me

refiero a la prolongada huelga de hambre de los pescadores

artesanales que duró prácticamente trece días -se inició el

17 de septiembre- y que recién ayer fue atendida por las

autoridades.

Como Diputado por esa zona me siento herido y ofendido

por el centralismo existente y por la gran tardanza y

displicencia de las autoridades nacionales e incluso

regionales para atender esa situación. Dicho atraso lo

atribuyo -reitero- al centralismo, al desconocimiento y al

poco interés de la realidad regional, puesto que los

problemas de ese tipo deberían ya estarse resolviendo en la

propia zona, sin que fuera necesario venir a Santiago en

procesiones a mendigar soluciones. Por eso, a través de la

Cámara, solicito respeto y atención dedicada y oportuna a

los problemas de las regiones.

Por otra parte, deseo expresar mi preocupación por el

empobrecimiento de importantes sectores de mi región, no

sólo de la pequeña y mediana agricultura, sino también de

la pesca, que están siendo víctimas de una serie de

regulaciones, calendarios y cuotas -a veces incomprensibles-

para desarrollar su trabajo.

Como se sabe, recientemente se estableció un impuesto

-que regirá a partir de 1998, después de las elecciones

parlamentarias, por supuesto- para la pesca artesanal, que

jamás había tributado. Quiero manifestar mi sorpresa por la

mala coordinación existente entre los distintos niveles y

sectores del Gobierno. Por una parte, el lunes de la semana

pasada el intendente hace una propuesta de cinco puntos

para solucionar el conflicto de los pescadores artesanales,

que condujo a una huelga de hambre tan larga, aceptada por

éstos, y, por otra parte, dicha solución es rechazada por

la subsecretaría.

Asimismo, como ya lo dije, hay descoordinación entre

la subsecretaría y el gobierno interior, a nivel de

intendencia, gobernación y ministerio.

También se observa descoordinación cuando, por un

lado, la Subsecretaría de Pesca -el ente técnico- dispone

vedas de 30 meses y, por otro, el Ministerio de Hacienda

establece impuestos anuales. Es decir, deja a los

pescadores sin pescar durante dos años y medio, a causa de

una veda, y paralelamente se les cobra un impuesto

obligatorio.

Como lo hice ayer directamente ante el Subsecretario

de Pesca, quiero solicitar que los representantes de la

pesca artesanal en los consejos zonales de pesca se

aumenten a tres, puesto que hoy existe sólo uno que

representa a los pescadores artesanales, a los buzos

mariscadores y a los algueros, entre un total de catorce

miembros que componen dichos consejos.

Solicito que ese número se amplíe a dieciséis, de

manera que haya un representante de la pesca artesanal,

otro de los buzos mariscadores y otro de los algueros,

porque son realidades totalmente distintas; es lo mismo que

mezclar a los productores de trigo con los ganaderos o

paperos. Son situaciones totalmente diferentes que no las

entienden en Santiago y, a veces, tampoco algunas

autoridades regionales.

En este momento, como consecuencia de la conversación

sostenida ayer, los pescadores artesanales de Puerto Montt

han aceptado el mes de estudio propuesto por la

subsecretaría para solucionar los principales problemas que

subsisten.

En virtud de ello, también solicito que se busque una

solución de largo plazo para el sector, porque todos los

años debemos lamentar este tipo de movilizaciones; una

solución equilibrada que compatibilice la existencia,

reducción o aumento de los recursos y su ubicación de

acuerdo con la capacidad de captura efectiva y estratégica

de la pesca artesanal e industrial. Digo esto, porque el

ajuste se está produciendo mediante la primera y nunca a

través de la última.

Finalmente, pido que se creen instancias de

conversación, con el fin de resolver estos problemas a

nivel regional, y evitar largas movilizaciones,

desencuentros, angustia y pobreza en el sector pesquero de

mi zona.

Por las razones expuestas, solicito que se oficie a

los ministerios que considero desarticulados en esta

materia: los del Interior, de Economía y de Hacienda.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría, adjuntando copia de

su intervención para mejor comprensión del problema, con la

adhesión de los Diputados que así lo indican.

 

AYUDA DEL INDAP A PEQUEÑOS CAMPESINOS AFECTADOS POR

FENÓMENOS CLIMÁTICOS. Oficio.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Taladriz.

 

El señor TALADRIZ.- Señor Presidente, como Su Señoría

sabe -pues también representa a una zona vinculada con el

agro chileno-, la situación de la agricultura en el sur de

Chile está por el suelo y cada vez resulta más dramático

encontrarse con pequeños agricultores que están

subsistiendo con muchas dificultades.

Esto llama la atención porque se dice que en el país

existe 17 por ciento de ruralidad y que los países

desarrollados deben tener 8 por ciento. Es difícil

comprenderlo, porque algunas comunas de mi zona tienen 50,

60 y 70 por ciento de ruralidad. Entonces, resulta muy

difícil explicar a la gente que tendrían que dejar el campo

para tener acceso una vida mejor.

Me voy a permitir leer una carta que me envió una

pequeña agricultora llamada Celestina Millanao Lefián.

Dice así:

 

"Señor Diputado:

"Me dirijo a usted, como autoridad de nuestra

provincia para, en primer lugar, saludarlo y esperando que

se encuentre de buen ánimo y de buena salud para que nos

defienda en el Parlamento y haga presente nuestros

problemas.

"Hace dos años saqué un novillo a crédito por

intermedio de Indap. El novillo murió en la época de

invierno por causa de las nevazones caídas en agosto. Al

departamento de Indap le hice presente lo sucedido.

"El mismo año saqué fertilizantes

-también por intermedio de Indap- para sembrar. La sequía

afectó mis siembras como a todos los agricultores del

sector.

"Yo he hecho todo lo posible para pagar mis cuentas,

pero ya no tengo medios. La escasez de trabajo en la zona y

la extrema pobreza en que me encuentro son conocidas por

las autoridades locales y por el Indap.

"También es por eso que me gustaría que usted, como

autoridad de nuestra provincia, hiciera presente mi

problema al Ministro de Agricultura, para que mis cuentas

pudieran, de alguna manera, ser condonadas.

"Yo confío en que usted podrá hacer posible que se

solucione mi problema y así poder seguir trabajando en la

agricultura, ya que es lo único que puede hacer un

campesino para sobrevivir en el campo. Ya tengo 60 años de

edad y el trabajo es para mí algo muy maltratador.

"Bueno, me despido de usted, esperando me responda

esta carta con buenas nuevas y haga lo que esté de su parte

para ayudarme."

 

Considero que esta carta debería ser conocida por el

nuevo Ministro de Agricultura, puesto que creo que tiene

muy buena disposición hacia la agricultura porque negoció

adecuadamente con el Mercosur lo relativo al sector, y

seguramente no debe saber cómo vive esa gente.

Por lo tanto, pido que se transcriba al Ministro de

Agricultura y al Indap íntegramente el tenor de esta carta,

con el objeto de que, de una vez por todas, dicho Ministro

instruya al Indap, a fin de que deje de ser una oficina de

cobranza y se transforme en una de ayuda a los agricultores

y sea comprensiva con ellos. No entiendo cómo los programas

para erradicar la pobreza puedan contraponerse con las

políticas de ese Instituto, lo que origina casos como los

de la señora Celestina Millanao Lefián, de la comuna de

Lanco, sector Puquiñe Nº 2, comunidad Carileo Millanao, que

vive en la extrema pobreza y no puede seguir trabajando,

porque el clima le ha matado todas sus esperanzas y no ha

logrado que se tomen medidas concretas en beneficio de las

personas afectadas. Como esta señora, debe haber allí 600

pequeños agricultores en las mismas condiciones.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviará

copia de su intervención al Ministro de Agricultura, con la

carta que ha leído y con la adhesión de los Diputados

señores Martínez don Rosauro, Vilches, Kuschel y Jürgensen.

 

FALTA DE RESPUESTA A OFICIOS DE FISCALIZACIÓN. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Tiene la

palabra el Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, los Diputados

tenemos la facultad constitucional de fiscalizar los actos

de Gobierno y la administración de los recursos públicos,

lo que muchos interpretamos como nuestra más importante

obligación parlamentaria frente a la ciudadanía.

Ejercemos tal misión fiscalizadora principalmente a

través de oficios que, para tal efecto, solicitamos a esta

Corporación, que si bien es cierto los tramita

oportunamente, varios ministerios sencillamente no los

contestan.

Para el caso del Diputado que habla, hay dos

ministerios que se caracterizan por no contestar algunos

oficios: el de Agricultura y el de Hacienda.

Respecto de los alcaldes del distrito que represento,

los de Puyehue y de Puerto Octay jamás contestan oficios.

El Ministro de Agricultura no responde especialmente

aquellos oficios referidos a denuncias, como por ejemplo,

el Nº 7.354, de 9 de abril de 1996, sobre bonificaciones a

plantaciones inexistentes; el Nº 7.386 relativo a fraude

por adulteración documental; el

Nº 7.579, de 30 de abril de este año, acerca de los

criterios aplicados en la asignación de recursos públicos

por razones de sequía; el Nº 7.633, respecto de la

capacitación de pequeños agricultores y los altos costos de

asesoría; el Nº 7.695, de 16 de mayo de 1995, referido a

los resultados de la evaluación de los programas de

transferencia tecnológica desarrollados por el Indap; el Nº

8.085, de 3 de julio de 1996, sobre las irregularidades en

la tipificación de carnes importadas, en conformidad a la

norma chilena; el Nº 8.090, referido al abandono en que se

encuentra el complejo turístico La Burbuja, en el volcán

Osorno, comuna de Puerto Varas, a cargo de Conaf; el Nº

7.714, del 23 de mayo de 1996, en el que se solicita la

nómina de los consultores inscritos en los programas de

Indap, etcétera.

Lo mismo está ocurriendo en el Ministerio de Hacienda,

con los oficios Nº 7.628, del 7 de mayo de 1996, referido

al decreto supremo Nº 120, del 27 de febrero de 1996;

Nº 7.779, del 4 de junio de 1996, sobre asignación de

riesgo para el personal de Gendarmería; el Nº 8.001, sobre

otorgamiento de un subsidio de consumo eléctrico básico;

Nº 8086, del 3 de julio de 1996, sobre comisiones por

mantención de cuentas corrientes en el Banco del Estado; Nº

8.158, sobre fondos previsionales; el que denuncia la

violación, por parte del Servicio de Impuestos Internos, de

los derechos del contribuyente, porque no existe

legislación legal alguna que lo faculte para exigir

información absolutamente privada a través de

notificaciones que han sido cursadas en la Décima Región.

Situación similar ocurre en el Ministerio de

Transportes y Telecomunicaciones, que también ha dejado de

contestar oficios. Por ejemplo, el Nº 7.757, del 16 de mayo

de 1996, sobre la pérdida de efectividad de algunas normas

que regulan el transporte terrestre.

Ahora bien, los alcaldes de Puyehue y de Puerto Octay,

simplemente no contestan oficio alguno. No entiendo por

qué. Por ejemplo, se les pidió que informaran la nómina de

personas que fueron favorecidas con las ayudas del Estado,

para paliar los efectos de la sequía. Los otros municipios

contestan, entregan una nómina como corresponde; pero, al

parecer, estos municipios tienen problemas para dar a

conocer a la opinión pública la forma de cómo han

distribuido esos recursos públicos.

Por lo anterior, y aprovechando los cambios habidos en

algunos de estos ministerios, solicito que se oficie, en mi

nombre, a los ministros y alcaldes de las carteras y

municipios citados, a fin de reiterarles que se sirvan

responder los oficios de fiscalización que les ha remitido

la Corporación y que aún no tienen respuesta, para no

seguir obstaculizando nuestra labor y obligación de

fiscalizar las acciones del Gobierno.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría, con la adhesión de

los Diputados señores Martínez, don Rosauro; Kuschel y

Alvarado.

 

MEJORAMIENTO DE PLANTA TELEFÓNICA DE HOSPITAL DE PUERTO

MONTT. Oficio.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

que resta al Comité de Renovación Nacional, tiene la

palabra el Diputado señor Kuschel.

 

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, sólo para

solicitar al Ministro de Salud que estudie un sistema que

permita mejorar la planta telefónica del hospital de Puerto

Montt que, aunque cuenta con equipos nuevos, generalmente

demora demasiado en responder o simplemente no lo hace.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviará

el oficio solicitado por Su Señoría.

 

SOLUCIÓN A PROBLEMAS DE LOS PEQUEÑOS AGRICULTORES Y

PESCADORES ARTESANALES DE CHILOÉ Y PALENA. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

del Comité de la Unión Demócrata Independiente, tiene la

palabra el Diputado señor Alvarado.

 

El señor ALVARADO.- Señor Presidente, quiero referirme

a problemas que aquejan a dos importantes sectores

productivos de las provincias de Chiloé y Palena.

Por una parte, la crítica, delicada y angustiante

situación de los pequeños agricultores, y por otra, los

álgidos y difíciles momentos que han vivido los pescadores

artesanales.

El cultivo tradicional de la pequeña agricultura de

Chiloé y Palena es la papa. Últimamente, su valor es

absolutamente bajo y no existe poder comprador. A esto se

une el hecho de que el precio de los insumos, en este caso

el fertilizante, es seis o siete veces superior al valor

que obtienen por la venta de un saco de papas. Cuando el

agricultor debe preparar sus terrenos y recurre a Indap

para obtener el fertilizante, le exigen, como primera

condición, pagar lo que está debiendo, ante lo cual surge

de inmediato la pregunta: ¿Con qué pagan si no pueden

vender lo que producen?

Frente a estas opciones, nuestra gente, angustiada,

recurre a las pocas cosas que le quedan para lograr un

ingreso, pero el precio de los animales, ante el ingreso

indiscriminado de carne desde otros países, sin mayor

control, hoy los tiene sumidos en el abandono y sin poder

comprador.

Intentan la explotación maderera para subsistir, pero

llega la autoridad de Conaf y, por un simple metro de leña,

aplica multas de 150 mil a 200 mil pesos a personas

humildes, de bajos recursos, por el solo hecho de no tener

un plan de manejo. Indudablemente, de esta forma, el

pequeño agricultor del sector rural de las provincias de

Chiloé y Palena se está empobreciendo cada día más.

Atendidas estas circunstancias, insisto una vez más

ante esta Honorable Corporación para que se oficie al

Ministro de Agricultura, con el objeto de que, junto con

darle a conocer estos antecedentes, reavalúe el estudio de

bonificar los fertilizantes para siembra. A mi juicio, es

la única medida que permitirá a estos pequeños agricultores

continuar produciendo, pues será una ayuda directa al

problema que hoy afrontan y no el otorgamiento de créditos

para fertilizantes o forraje, ya que nuestra gente no los

ocupa, no porque no los necesiten, sino, simplemente,

porque después no los pueden pagar.

Respecto de la pesca artesanal, quiero señalar que, al

vivir en una isla y no hallar el sustento en tierra firme,

la alternativa es el mar, pero nos encontramos con la

irracionalidad de que la autoridad establece vedas, sin

explicación alguna, que dejan a nuestra gente con la única

posibilidad de trabajar un día por mes en los últimos

cuatro meses del año, con un ingreso familiar que no supera

los veinticinco o los treinta mil pesos. ¡Indudable-mente,

con eso no se puede subsistir!

Apoyo al Diputado señor Kuschel, en cuanto a la

importancia que tiene la participación de la gente de mar

en los consejos zonales de pesca. No es justo que no haya

sido escuchada la proposición de los pescadores artesanales

respecto de las cuotas de extracción de la merluza, de 18

mil toneladas al año. Y no lo es porque la autoridad

pesquera tiene autorizadas 23.600 toneladas de explotación

para el sector industrial, con lo cual provoca un tremendo

problema social, pues la inequidad en la distribución hace

que aquél explote casi cinco veces más que los pescadores

artesanales, que no tienen otra fuente de ingreso. Eso hace

que hoy estén con ollas comunes, en huelgas de hambre y, lo

que es peor, soportando la indiferencia de la autoridad

durante quince días.

No se trata de una autorización más o de una menos,

sino de un tremendo problema social que afecta a nuestra

gente, pues no tiene otras alternativas de ingreso.

Por esta razón, solicito que se oficie al

Subsecretario de Pesca, a través del Ministerio de

Economía, para que se revisen las políticas de veda en

actual aplicación, con el objeto de que nuestra gente, al

menos de aquí a fines de año, tenga alguna alternativa de

ingreso adicional para el sustento familiar.

Señor Presidente, cedo al Diputado señor Jürgensen, de

Renovación Nacional, el tiempo que resta al Comité de la

Unión Demócrata Independiente.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría, con la adhesión de

los Diputados señores Kuschel, Martínez, don Rosauro, y

Jürgensen.

 

PROCEDIMIENTOS EN ASIGNACIÓN DE SUBSIDIOS RURALES EN COMUNA

DE PUYEHUE. Oficios.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el tiempo

que resta a la Unión Demócrata Independiente, tiene la

palabra el Diputado señor Jürgensen.

 

El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, en esta

oportunidad deseo referirme al procedimiento aplicado en la

asignación y administración de los subsidios rurales, en la

comuna de Puyehue, Décima Región de Los Lagos. Estos

subsidios están orientados, fundamentalmente, a favorecer a

campesinos de la pequeña y mediana agricultura y de la

actividad forestal, que no sean propietarios de una

vivienda ni hayan obtenido un subsidio habitacional. Este

subsidio estatal directo se otorga por una sola vez, con el

propósito de financiar a sus beneficarios la compra de una

vivienda.

Durante 1996, en la comuna de Puyehue se han entregado

alrededor de 400 subsidios habitacionales rurales, según

una información pública entregada por el Ministro de la

Vivienda y por su alcalde.

El problema no está en la asignación de esos subsidios

rurales, sino en la obligación que tienen los beneficiarios

de adquirir sus viviendas, tipo modular, a un determinado

proveedor y en la exigencia de un pago que va de 30 mil

hasta 60 mil pesos, con el fin de cubrir los gastos de

techumbres, según lo han informado los propios

beneficiarios. Lo extraño es que todas esas casas son

iguales; por lo tanto, sus techos deberían tener costos

iguales; sin embargo, se piden diferentes valores que

ingresan al Departamento de Desarrollo Rural de la

municipalidad de Puyehue. Lo que también es extraño.

Igualmente, llama la atención que se exija a los

pequeños agricultores el pago a Indap de 20 mil a 30 mil

pesos, con el objeto de regularizar documentos legales.

También llama la atención que no se entreguen

liquidaciones, boletas ni recibos por la adquisición de

esas casas modulares ni de los aportes o gastos en que han

incurrido por las techumbres o regularización de los

documentos legales.

Por lo anterior, solicito que se oficie al Ministro de

Vivienda y Urbanismo y al alcalde de Puyehue, con el objeto

de que informen a esta Corporación sobre esos subsidios

rurales entregados en la comuna de Puyehue, acompañando la

nómina de las personas beneficiadas, la fundamentación

legal para exigir la compra de un determinado tipo de

vivienda a un proveedor y fabricante establecido

previamente por la autoridad, y la razón de cobrar

arbitrariamente valores desiguales para el financiamiento

de las techumbres y la regularización de documentos.

Asimismo, para que expliquen por qué no existen

liquidaciones, documentos, recibos, boletas ni facturas que

den mayor transparencia a la asignación y administración de

esos recursos.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Se enviarán

los oficios solicitados por Su Señoría.

INVERSIÓN DE RECURSOS DEL BANCO MUNDIAL EN COMUNAS DEL

SECANO INTERIOR Y COSTERO.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- En el turno

correspondiente al Partido por la Democracia, tiene la

palabra el Diputado señor Felipe Letelier.

 

El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente,

junto con alegrarme por los 35 millones de dólares que el

Banco Mundial ha aportado para comunas de extrema pobreza

del secano interior y costero de las regiones Sexta,

Séptima y Octava, me causa cierta preocupación la forma

como se van a gastar estos recursos.

Hace algunas semanas, asistimos a la firma de acuerdos

con algunos alcaldes de la provincia de Ñuble y también de

la Séptima Región.

De los encargados de esos programas escuché las

palabras diagnóstico, investigación y análisis, pero ahora

empiezo a preocuparme, porque hay provincias y comunas en

las que el diagnóstico está "requete" hecho.

Temo que estos más de 14 mil millones de pesos

chilenos, destinados a enfrentar la extrema pobreza de las

comunas del secano interior -y todos tenemos conciencia de

lo que significa vivir allí, donde la escasez de agua, el

clima y la distancia generan problemas sociales, económicos

y culturales muy fuertes- no serán bien distribuidos.

Temo que, una vez más, en el país, entre burocracia,

tecnocracia e instituciones de muy buenos propósitos, a la

hora de concretar los proyectos, nuevamente los campesinos,

esperanzados en que van a progresar, a mejorar su calidad

de vida; en que se van a reconvertir o modernizar con una

agricultura más rentable y competitiva, se queden con el

discurso y mirando las estrellas.

He querido hacer uso de la palabra para dejar

planteada, por lo menos, esta inquietud, en el sentido de

que en los campesinos chilenos se ha gastado mucha plata;

sin embargo, no han salido beneficiados, como muchas veces

lo son las empresas que ni siquiera tienen que ver con la

región, la provincia ni menos con la comuna. Voy a poner un

solo ejemplo. En la comuna de Portezuelo, que es una de las

que está incorporada en este plan con el Banco Mundial, si

sacáramos la cuenta de cuántos millones de dólares se han

invertido en ella per cápita, sus habitantes tendrían que

estar viviendo a la altura de los canadienses o franceses.

Entonces, ¿por qué aún viven en la extrema pobreza?

¿Dónde se quedan las platas? ¿Para qué estamos invirtiendo?

Si se va a invertir para que las ONG, las Otes u otras

instituciones se hagan de plata, digámoslo así, pero no que

van a salir beneficiados los campesinos, el secano interior

o las comunas de extrema pobreza.

De estas situaciones se pueden hacer reflexiones en

voz alta, como la que estoy planteando, porque si un

campesino tiene media hectárea de terreno con aptitud

preferentemente hortofrutícola, regalémosle 2 mil cerezos y

que el Estado chileno se comprometa cada cuatro o seis

meses a supervisar que vayan creciendo. Seguro que a la

vuelta de cuatro años va a poder agarrar unas cuantas

canastas de cerezas para llevarlas al mercado y resolver

sus problemas económi-cos. Pero no lleguemos contándole el

cuento de la participación, ni de la democracia o la

reconversión. Eso no resuelve el problema de los

campesinos; eso no resuelve el problema de la gente que por

muchas generaciones ha tenido que enfrentar la difícil

tierra del seca-no interior y costero para mantener y criar

a sus hijos.

Por ello, considerando que tenemos un nuevo Ministro

de Agricultura y como decimos en nuestra tierra "las

escobas nuevas siempre barren mejor", espero que el señor

Mladinic plantee una nueva modalidad en la distribución de

estos recursos para que realmente lleguen a los

beneficiarios. Ojalá cada casa cuente con una puntera o con

una bomba de agua que permita hacer progresar a estas

familias.

Señor Presidente -repito-, me quedo muy preocupado,

porque aquí se habla de mucha plata -35 millones de dólares

para las comunas pobres del secano costero interior-, que

ojalá se gaste bien y que la Corporación también asuma su

rol fiscalizador, entendiendo por tal no sólo el control en

el mal uso de los recursos o malversación de éstos, sino

que se gasten en beneficio de la gente.

No voy a solicitar que se oficie a nadie, pero

hablaremos con el nuevo Ministro de Agricultura para que se

produzcan estos cambios.

He dicho.

 

El señor HUENCHUMILLA (Vicepresi-dente).- Por haberse

cumplido con el objeto de la presente sesión, se levanta.

 

-Se levantó la sesión a las 14.20 horas.

 

 

 

JORGE VERDUGO NARANJO,

Jefe de la Redacción de Sesiones.

 

